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Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley de adhesión a la Ley Nacional N° 25.854, por la que se crea el Registro Unico de Aspirantes a Guarda con Fines Adoptivos, con asiento en el Ministerio de Justicia de la Nación.

La ley prevé que dicho registro se integre con la lista de aspirantes inscriptos en todas las provincias que adhieran al Registro Único. 

El objeto de la norma es centralizar la lista de aspirantes a guardas con fines de adopción de todas las jurisdicciones del país. Tanto en la ley como en sus decretos reglamentarios se invita a las provincias y a la ciudad autónoma de Buenos Aires a adherir a la misma, con el fin de coordinar acciones entre las autoridades a cargo de los registros en las distintas jurisdicciones, y de unificar criterios evitando la duplicidad de inscripciones de postulantes a guarda con fines adoptivos en distintos lugares.

Hasta la actualidad son numerosas las provincias que han adherido a la ley nacional, creando sus propios registros provinciales dependientes ya sea del Poder Ejecutivo o Judicial, de acuerdo a las estructuras existentes y organización política, en cada caso.

Con fundamento especial en la Convención de los Derechos del Niño, de rango constitucional, debemos cumplir el compromiso de arbitrar las medidas necesarias para garantizar la protección integral de los derechos de todos los niños, niñas y adolescentes en nuestra provincia.

La creación de un Registro Único de Aspirantes a Guarda con Fines Adoptivos unifica la información de las distintas jurisdicciones sin restringir las facultades propias que cada una conserva a través de sus instituciones con competencia en la materia y sin perjuicio de la creación del Registro Único Provincial, facilitando a los aspirantes a adopción la seguridad, inmediatez y accesibilidad a la información, coordinando acciones hacia un mismo fin común con economía de esfuerzos para lograrlo.

Vale destacar que con idéntico espíritu ingresó a la Legislatura el proyecto de Ley de autoría de las legisladoras Marta Nardoni y Patricia Sandoz, Expediente N° 12177 P.S.L. con media sanción legislativa. En esa iniciativa parlamentaria se propone como autoridad de aplicación de la ley al Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto; y órgano de reconsideración al Juzgado de Primera Instancia competente en la materia; autorizándose al Poder Ejecutivo a celebrar los convenios necesarios para garantizar el efectivo cumplimiento de la ley.

Si bien se comparten los fundamentos expuestos, sostenemos que el órgano natural provincial investido con autoridad suficiente para coordinar el cumplimiento de la ley nacional y el control registral en las distintas jurisdicciones es la Subsecretaría de Niñez, Adolescencia y Familia en el ámbito de la Secretaría de Estado de Promoción Comunitaria, atento a las competencias y funciones propias asignadas e instituidas desde su creación.

Por otro lado, a los efectos del Artículo 9° de la Ley Nacional que establece la necesidad de determinar el órgano superior competente para la reconsideración de las decisiones administrativas relacionadas al Registro Único, consideramos que tal circunstancia queda garantizada con los procedimientos administrativos y judiciales vigentes y las instancias recursivas previstas en el Decreto 10.204/58 y Ley 11.330.

Por último respecto a las facultades de celebrar convenios con otros organismos, entendemos que en la práctica existen instituciones de diversas índole que comparten con inigualable compromiso social el enfoque y protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes en todos los ámbitos de la vida, por lo que resulta imprescindible mancomunar sus esfuerzos en el cumplimiento de la presente ley a través de convenios de colaboración directa tanto con las autoridades gubernamentales locales o nacionales, como con las entidades no gubernamentales responsables de velar por la integridad de los niños.

A efectos de armonizar las funciones que de hecho se distribuyen sin asignación específica de potestades legales entre los juzgados de menores y de familia de nuestra provincia, y otorgar un marco de legalidad adecuado al proceso de registro de aspirantes a la guarda con fines adoptivos, se eleva el presente proyecto solicitando a los señores legisladores nos acompañen en esta nueva iniciativa legislativa.

Dios guarde a V.H.

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y:

ADHESIÓN A LA LEY 25.854

CREACIÓN DEL REGISTRO ÚNICO DE ASPIRANTES

A GUARDA CON FINES ADOPTIVOS

ARTÍCULO 1.- Adhiérese la Provincia de Santa Fe a la Ley Nacional 25.854 de creación del Registro Unico de Aspirantes a Guarda con Fines Adoptivos con asiento en el Ministerio de Justicia de la Nación.

ARTÍCULO 2.- Créase el Registro Único Provincial de aspirantes a guarda con fines adoptivos, a cargo de la Subsecretaría de Niñez, Adolescencia y Familia en el ámbito de la Secretaría de Estado de Promoción Comunitaria de la Provincia.

ARTÍCULO 3.- Será autoridad de aplicación en la Provincia la Subsecretaría de Niñez, Adolescencia y Familia en el ámbito de la Secretaría de Promoción Comunitaria de la Provincia. Estarán a su cargo la coordinación de las actividades registrales de las distintas jurisdicciones de la Provincia, de la de la Provincia con la Nación, y asimismo la coordinación de las acciones de los distintos organismos estatales y no gubernamentales intervinientes en los procesos de guarda y adopción de menores.

ARTÍCULO 4.- El registro contará con un equipo interdisciplinario con actuación en toda la provincia que evaluará las familias aspirantes. El estado provincial podrá celebrar convenios de colaboración con instituciones no gubernamentales u otros organismos análogos que ya estuvieran realizando el trabajo mencionado, a los fines de garantizar el cumplimiento efectivo de la presente Ley. Dicho equipo interdisciplinario se pondrá en funcionamiento cuando se habiliten las partidas presupuestarias para tal fin.

ARTÍCULO 5.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley en un plazo no mayor a los noventa días.

ARTÍCULO 6.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.-

